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Derechos humanos en Japón:
avances y retos

Yolanda Muñoz González*

Resumen: Este trabajo presenta una semblanza de los avan-
ces y retos en materia de derechos humanos en Japón entre los
años 1983 a 2007. El ensayo explora la manera en que el gobier-
no japonés, las organizaciones internacionales y la sociedad ci-
vil organizada han impulsado el ejercicio pleno de la ciudadanía
en materia de equidad de género, eliminación de barreras físi-
cas y sociales para las personas con discapacidad y adultos mayo-
res; minorías —étnicas concretamente la situación del pueblo
ainu y la comunidad buraku— y las personas consideradas como
“extranjeros” que habitan en Japón.

Palabras clave: Japón, derechos humanos, minorías.

Abstract: The aim of this paper is to present an overview of
the improvements and challenges that Japan has been facing
between 1983 and 2007. The paper explores the interaction
among the different stakeholders –i.e. the Japanese Government,
international organizations and civil society- to advance full
access to citizenship regarding gender equality, the elimination
of social and physical barriers for the inclusion of people with
disabilities and elderly persons; ethnic minorities –specifically
the situation of the Ainu people and the Buraku community–
and the persons considered as “foreigners” living in Japan.

Key words: Japan, human rights, minorities.
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Introducción

El objetivo de este ensayo es presentar una breve semblan-
za de los avances y retos en materia de derechos humanos que
se han dado en Japón a partir de la década de los ochenta, princi-
palmente con relación a temas de equidad de género, diversidad
étnica y cultural, personas con discapacidad y educación sobre
derechos humanos. Se parte de la idea de que los avances y retos
en materia de políticas de fortalecimiento de una cultura de de-
rechos humanos se generan a partir de la convergencia de es-
fuerzos de los organismos internacionales, la sociedad civil orga-
nizada y la voluntad política de tomar en cuenta estos reclamos.

La Organización de las Naciones Unidas, por ejemplo, ha ejer-
cido una importante influencia para que el gobierno japonés fir-
me y ratifique los diferentes convenios internacionales en los
que se establecen las medidas que deberá tomar cada estado para
promover el respeto de los derechos humanos. Así, hasta la fecha
Japón ha firmado los siguientes instrumentos:

•Pacto internacional de derechos económicos, sociales y
culturales (1979)

•Pacto internacional sobre derechos civiles y políticos (1979)

•Convención internacional sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación racial (1995)

•Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra las mujeres (1985)

•Convención sobre los derechos de la infancia (1994), así
como sus dos protocolos facultativos (2004 y 2005)

•Convención contra la tortura y otras formas de trato o cas-
tigo cruel, inhumano o degradante (1999)

•Convenciones de Ginebra de 1949-1953 y sus protocolos
adicionales de 1997 (2004)

•Convención relacionada con el status de los refugiados
(1981) y su protocolo facultativo (1982)1

Aunque ninguno de estos instrumentos fue firmado de for-
ma inmediata por el gobierno japonés, la recomendación de los
organismos internacionales, así como la presión de la sociedad
civil organizada, impulsaron de manera importante la adopción
de estas medidas que obligan a los países signatarios a estable-
cer políticas orientadas al cumplimiento de los compromisos acor-
dados en sus líneas.
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Por otra parte, las organizaciones no gubernamentales de
Japón se han enriquecido del intercambio con agencias de desa-
rrollo y organismos internacionales y regionales dedicados a es-
timular la reflexión global sobre temas de derechos humanos.
Las asociaciones civiles japonesas no sólo han adquirido nuevas
herramientas ideológicas para la lucha política, sino que —en
algunos casos— han jugado un rol de liderazgo en la promoción
de los derechos humanos. Tal es el caso de la “Liga de Liberación
Buraku” que fundó en 1988 el Movimiento Internacional contra
todas las Formas de Discriminación (Internacional Movement
Against All Forms of Discrimination, IMADR). Esta organización ac-
tualmente tiene nexos con países en varias partes del mundo y
tiene carácter consultivo en cuestiones de derechos humanos
en el marco de los trabajos de la ONU. El secretariado general del
IMADR continúa operando desde Japón y su labor es enormemente
apreciada por quienes participan en los esfuerzos para promover
la dignidad y el respeto de los derechos humanos en todo el mun-
do.2

A continuación, una breve revisión de los logros y retos que
enfrentan cada uno de los grupos involucrados en el fomento de
una cultura basada en los derechos humanos y la igualdad de
oportunidades en los diferentes campos de la vida social y econó-
mica en Japón.

Equidad de género

La lucha por la promoción de condiciones que favorezcan la
igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en Japón ha
experimentado importantes avances —y reveses— en los dos úl-
timos decenios. Según documenta Jennifer Chan-Tiberghien, a
principios de la década de los ochenta los términos “acoso sexual”,
“esclavitud sexual”, “violencia intrafamiliar” y “explotación sexual,
no existían en el vocabulario legislativo japonés; sin embargo,
diez años más tarde el término “seku-hara” —una abreviatura de
la expresión inglesa “sexual harassment”— era enormemente
popular y muchos tabúes en torno a la violencia y al sexo se ha-
bían roto para dar paso a la acción política y a la reflexión acadé-
mica.3 Aunque la sociedad civil en Japón había comenzado a or-
ganizarse para luchar por la eliminación de la violencia
intrafamiliar y la prostitución, ya desde el siglo XIX, no fue sino
hasta 1996 que un documento oficial, la “Visión de equidad de
género”, abiertamente mencionó que la prostitución y la violen-
cia hacia las mujeres (josei ni taisuru booryoku) era un tema de
derechos humanos de las mujeres (josei no jinken).4 A partir de

Derechos humanos en Japón: avances y retos



30

PORTES, revista mexicana de estudios sobre la Cuenca del Pacífico
○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

este momento, los temas de violencia intrafamiliar (kaiteinai
booryoku), prostitución infantil (enjo koosai) y la situación de las
mujeres traficadas a Japón con fines de prostitución (japayuki
san), comenzaron a ser tratados de manera más abierta.

Simultáneamente diferentes grupos de derechos humanos
en Asia y Japón comenzaron a impulsar el debate sobre la escla-
vitud con fines sexuales de que fueron víctimas miles de muje-
res en Asia durante la ocupación japonesa de sus territorios, prin-
cipalmente durante la Segunda guerra mundial. Ante la presión
de sacar a la luz pública el tema el gobierno de Japón admitió en
1992 que se habían establecido “puestos de confort”, el eufemis-
mo para hablar de los sitios en que se esclavizaba a las jóvenes
de China, Corea y otros países ocupados, conocidas comúnmente
como “mujeres de confort” (ianfu). En estos puestos muchas jóve-
nes no sólo fueron obligadas a tener sexo con varios soldados al
día, sino que también fueron golpeadas y sometidas a diversas
torturas. El tema sigue siendo un punto de debate en las relacio-
nes bilaterales con Corea y China, especialmente cuando el pri-
mer ministro Shinzoo Abe declaró el 1 de marzo de 2007 que no
existían pruebas que demostraran que el ejército japonés había
obligado a miles de mujeres en los territorios ocupados a trabajar
como esclavas sexuales. La escalada de protestas ha sido tal que
el primer ministro Abe se vio en la necesidad de renovar las ex-
cusas que Yohei Kono —entonces jefe de gabinete— ofreció pú-
blicamente en 1993.

A finales de la década de los noventa el tema de la equidad
de género se convirtió en uno de los ejes del proyecto de nación
japonesa. Así, en 1997 el entonces primer ministro Ryutaroo
Hashimoto declaró que la equidad de género sería la base sobre
la que se construiría la reforma política y social propuesta por su
gobierno:

El tipo de sociedad [japonesa] que intentó crear a través de
seis reformas con miras a la llegada del siglo XXI, es una en la
que cada ciudadano tenga un sueño y objetivos para el futuro, y
sea capaz de desarrollar plenamente su creatividad y espíritu de
reto. Esta sociedad que genera valores que sean compartidos por
otras personas en todo el mundo, es esencialmente una sociedad
basada en la equidad de género, vista desde el punto de vista de
hombres y mujeres. La construcción de este tipo de sociedad es
una demanda urgente en estos tiempos en los que nos enfrenta-
mos con vertiginosos cambios que tienen lugar en el ambiente
socioeconómico —el envejecimiento de la población, la baja tasa
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de natalidad y la maduración e internacionalización de la econo-
mía— en nuestra búsqueda por una nación próspera y vigorosa.
El alcanzar esta meta será la clave del futuro de Japón. Por esta
razón, creo que construir una sociedad basada en la equidad de
género puede ser considerada como un tipo de reforma social, y
que la equidad de género será uno de los pilares de la “reforma y
creación” en cada campo de la sociedad.5

Ese mismo año, se revisó la Ley de Equidad Laboral y se es-
tablecieron medidas concretas para prevenir el acoso sexual en
el lugar de trabajo. En 1999 se promulgó la Ley fundamental para
la equidad de género que incluye medidas en el ámbito nacional y
local para garantizar que todos los programas gubernamentales
estén orientados hacia la igualdad de oportunidades entre hom-
bres y mujeres. Asimismo, en 1999 se promulgó la Ley para la
prohibición de la prostitución y la pornografía infantil, en la que se
toman en cuenta acciones concretas para combatir el tráfico de
personas, no sólo dentro de Japón, sino también con relación a
los japoneses radicados en otras regiones del orbe. Del mismo
modo, en 2001 se aprobó por unanimidad la Ley para la prevención
de la violencia intrafamiliar.

A pesar de los logros en el campo legislativo en la vida coti-
diana la equidad de género sigue siendo un tema pendiente en la
agenda de desarrollo social. En el campo de la participación políti-
ca, por ejemplo, actualmente Japón comparte con Gambia y
Georgia el lugar número 100 en el mundo, en lo que se refiere al
número de mujeres que participan en los diferentes parlamen-
tos. De acuerdo con los datos compilados por la Unión
Interparlamentaria a partir de las elecciones de septiembre de
2005, de cuatrocientos ochenta asientos en la Cámara Baja de la
Dieta, cuarenta y cinco son ocupados por mujeres; es decir, úni-
camente 9.4%; en cuanto a la Cámara Alta o Senado, durante las
elecciones de julio de 2004, treinta y cinco de los doscientos cua-
renta y dos asientos fueron ocupados por mujeres, lo que signifi-
có un nivel de representatividad de apenas 14.5%.6

En este contexto el feminismo japonés se enfrenta a graves
obstáculos: la participación limitada de las mujeres en las esfe-
ras de toma de decisiones dificulta enormemente la promoción
de políticas en favor de la equidad de género, así como su
implementación eficaz; por esta razón, las iniciativas de la so-
ciedad civil organizada así como la presión internacional repre-
sentan dos líneas de acción imprescindibles para impulsar la dis-
cusión y la promoción de medidas concretas para atender las

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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necesidades más urgentes de las mujeres en Japón, sobre todo
en lo relativo a la violencia intrafamiliar y la prostitución tanto
de infantes como de mujeres adultas. Las movilizaciones de base
también fueron fundamentales para que la píldora anticonceptiva
fuera finalmente aprobada en 1999 (después de 38 años de deba-
te sobre el tema).7 Las organizaciones de base desempeñaron
igualmente un papel de suma importancia en la promoción de
una conciencia clara entre las mujeres japonesas sobre la ma-
nera de identificar el acoso sexual en el lugar de trabajo y las
alentaron a denunciarla y a no admitirla como algo “inevitable”
en el ambiente de oficina para conservar un empleo. En 1988,
por ejemplo, el “Grupo Santama” tuvo una iniciativa determinante
en la manera en que las mujeres entendían su posición dentro
del lugar de trabajo: tradujo al japonés el manual “Stopping Sexual
Harassment” (cómo detener el acoso sexual) que se convirtió en
una lectura fundamental para que las mujeres pudieran identi-
ficar estas situaciones y pudieran denunciarlas. La sociedad ci-
vil también jugó un rol decisivo para que el acoso sexual dejara
de ser calificado de “asunto sin importancia” y se le considerara
como un delito que merecía acciones concretas por parte del sis-
tema judicial. Se crearon asimismo líneas telefónicas de ayuda,
se hicieron sondeos, y se organizaron grupos de estudio sobre el
tema que claramente detectaron los grandes silencios que mu-
chas mujeres estaban obligadas a guardar para conservar un
puesto de trabajo.8 Todos estos logros en materia de equidad de
género no han sido, sin embargo, adoptados de manera unánime
por todos los grupos sociales. Las tendencias de derecha nunca
se han desvanecido del todo en Japón y frecuentemente apare-
cen en discursos oficiales —como la negación de la existencia de
pruebas acerca de la existencia de “puestos de confort” mencio-
nada anteriormente— y el feminismo es un blanco fácil para los
defensores del sistema familiar tradicional y del patriarcado. El
feminismo ha sido acusado del dramático descenso en la tasa de
crecimiento poblacional, y de hecho, existe un importante deba-
te acerca de una posible enmienda al artículo 24 de la constitu-
ción de 1946, que garantiza la equidad entre hombres y mujeres:

El matrimonio estará basado únicamente en el consenti-
miento mutuo de ambos sexos y se mantendrá a través de la
cooperación mutua, teniendo como base la igualdad de derechos
entre esposo y esposa. En relación con la elección de un cónyuge,
derechos de propiedad, herencia, elección de domicilio, divorcio
y otros asuntos pertenecientes al matrimonio y la familia, se
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aprobarán leyes desde el punto de vista de la dignidad individual
y de la igualdad de sexos.

La enmienda propone subrayar la importancia del núcleo
familiar como base de la sociedad y de los roles que cada miem-
bro de la familia debe desempeñar: las mujeres como dadoras de
vida y protectoras del hogar y los hombres como proveedores del
sustento a partir de la participación en la vida pública. Esta pro-
puesta es vista como una de las mayores amenazas que se cier-
ne sobre los derechos tan duramente ganados en la lucha por la
equidad de género.

Análisis interseccional y derechos humanos

Si bien es cierto que las leyes en favor de la equidad de gé-
nero implícitamente deberían incluir a todas las mujeres de Ja-
pón, la interseccionalidad de los contextos de discriminación di-
ficulta la tarea de lograr este ideal político y social. En el caso
concreto de las mujeres ainu, por ejemplo, la lucha que ellas han
emprendido pone el acento en la discriminación racial y en el
reconocimiento del pueblo ainu como indígena de Japón. Algu-
nas mujeres ainu —incluso— consideran que el feminismo japo-
nés es otra forma de colonialismo de las que ellas no desean for-
mar parte. En 1985 la activista y escritora ainu Chikkap Mieko
declaró que:

No importa qué tanto nos digan que la discriminación
sexual se refleja en la vida diaria de las minorías; puede
ser cierto, pero las mujeres japonesas son también par-
te de la mayoría, parte del grupo dominante que nos opri-
me. En las discusiones [previas a la Conferencia sobre
Mujeres de Nairobi de 1985] dije que me parecía extraño
que no se tomara en cuenta este hecho, y que sólo se
considerara la discriminación sexual al interior del gru-
po. Tratando de llegar al fondo, hablamos sobre discrimi-
nación en Japón contra las minorías, y pensé que las
feministas estaban comenzando a entender nuestra si-
tuación, pero luego me desilusioné cuando alguien dijo
que ese era sólo el “problema sur-norte” de Japón.9

Este discurso también guía los esfuerzos por crear feminis-
mos alternativos en otras partes del mundo, y quizá el contacto
con estas otras perspectivas haya nutrido su discurso. En este
caso particular, como en el caso de otras mujeres indígenas del
mundo, existe una actitud crítica frente a los discursos
homogeneizadores que sólo ponen el acento en el sexismo como

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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el enemigo a vencer. Para ellas, la discriminación racial es el
principal obstáculo para el ejercicio pleno de sus derechos ciuda-
danos y humanos, además de la importancia de reconocer el va-
lor de su cultura y sus derechos como miembros de un pueblo
indígena. Nuevamente citando a Chikkap Mieko, ella insiste en
que la violencia intrafamiliar no es un asunto de machismo, sino
una expresión de la opresión que también los hombres ainu es-
tán viviendo, privados de su capacidad de continuar la cultura
tradicional y de conservar su rol como proveedores dentro de una
cultura centrada en la caza y la pesca (actividades que fueron
prohibidas a partir de la Renovación Meiji). Si bien esta actitud
permisiva frente a la violencia es inexcusable desde el punto de
vista de la lucha por la equidad de género, es importante no olvi-
dar las formas de opresión que también han hecho mella en los
roles masculinos. Es insoslayable el hecho de que muchos pro-
blemas de alcoholismo entre las poblaciones indígenas del mun-
do son el resultado de procesos de colonización particulares en
cada región, a veces relacionados con el hecho de atribuir al al-
cohol un valor sagrado, o bien, de someter la voluntad de la gente
a través de la dependencia al licor.

Si bien es cierto que el feminismo busca poner énfasis en la
diversidad de la experiencia femenina, lo cierto es que las élites
encargadas de formular las políticas orientadas hacia la equidad
de género rara vez comprenden la complejidad de una mujer que
vive múltiples situaciones de exclusión social. La Ley fundamen-
tal para la equidad de género, por ejemplo, no menciona acciones
específicas para mejorar la situación de mujeres que se encuen-
tran insertas en otros contextos de discriminación, creando una
falsa imagen de homogeneidad de la experiencia femenina y de
binarismos simplistas en los esquemas de opresión. Es posible
que en el plano discursivo, principalmente académico, se men-
cionen las diferencias de clase, de color de piel, de edad o de ca-
pacidades físicas; sin embargo, la forma en que estas situacio-
nes de exclusión interactúan permanece todavía fuera de deba-
te. Es común, por ejemplo, escuchar declaraciones acerca de si-
tuaciones de “doble” o “triple” discriminación, como si una de
éstas se sumaran o se multiplicaran a manera de cifras o de
capas que pudieran identificarse claramente en la experiencia
de exclusión de un individuo. El enfoque interseccional, por su
parte, busca desentrañar la complejidad que existe cuando
interactúan diferentes formas de discriminación, y no cuando se
“yuxtaponen”. Este tipo de análisis aún se encuentra en una fase
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conceptual que rara vez logra permear los estratos políticos a cargo
de la toma de decisiones.

El enfoque interseccional cobró fuerza entre la sociedad ci-
vil en la “Conferencia mundial contra el racismo”, que tuvo lugar
en Durban en 2001.10 En esta reunión —a la que también asis-
tieron varios representantes de los pueblos ainu, okinawense,
buraku y japoneses de origen coreano— se insistió en la necesi-
dad de tomar en cuenta que las formas de racismo se experimen-
tan de manera particular cuando coinciden diferentes espacios
de exclusión, incluyendo desde luego la discriminación por géne-
ro, pero también por discapacidad, edad y status migratorio, en-
tre otros.

Un ejemplo de las dificultades para comprender las
implicaciones de la confluencia de múltiples espacios de subor-
dinación existe en la Ley para la promoción de la cultura ainu —de
la que se hablará posteriormente— la cual no toma en conside-
ración cuestiones de equidad de género a pesar de que en el mis-
mo año de su promulgación se hablaba del tema como uno de los
pilares de la sociedad proyectada para el siglo XXI en Japón (como
se mencionó previamente). Se trata de una ley que considera a
la cultura ainu como neutra y, en este sentido, representa un
revés para la lucha feminista por transversalizar los temas de
género en todas las políticas gubernamentales.

Sin embargo, en otros contextos Japón ha jugado un papel de
liderazgo para la promoción de la perspectiva de género en políti-
cas y acciones que generalmente son consideradas “asexuadas”.
Tal es el caso de la lucha de las personas con discapacidad en
Asia. Japón ha promovido con gran éxito dentro del UNESCAP dos
décadas de personas con discapacidad en Asia: la primera de 1993
a 2002 y la segunda de 2003 a 2012. La segunda década está
guiada por un plan de acción diseñado en una reunión que tuvo
lugar en Japón, a orillas del Lago Biwa,11 y que concretamente
señala la importancia de tomar en cuenta la especificidad de la
opresión que viven las mujeres con discapacidad y enfermeda-
des crónicas —principalmente relacionada con la pobreza— así
como la necesidad de realizar acciones concretas a favor de este
grupo social. Éste es quizá uno de los enfoques más progresistas
que hay en el mundo, y de hecho, se ha tomado como modelo para
diseñar las estrategias de la “Década de personas con discapacidad
en África”, y actualmente, también se está tomando en conside-
ración para diseñar el plan de trabajo de la “Década de personas
con discapacidad en América Latina”, que comenzará posiblemen-
te en 2007.

Derechos humanos en Japón: avances y retos



36

PORTES, revista mexicana de estudios sobre la Cuenca del Pacífico
○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○

En suma, si bien la lucha contra el sexismo es una lucha en
pro de los derechos humanos, es indispensable que el feminismo
en Japón promueva una conciencia más activa en cuanto a la
interrelación de los factores que contribuyen a colocar a una
mujer en una situación de exclusión. El feminismo japonés —y
la práctica feminista en general— debe estar consciente de que
ninguna situación de opresión que experimente una mujer es
un “asunto de especialistas” o una situación “demasiado especí-
fica” como para no tomar acciones colectivas concretas que con-
tribuyan al mejoramiento de las condiciones de vida de todas las
mujeres del mundo.

Derechos de minorías étnicas y culturales

La presión por parte de las agencias internacionales y de la
sociedad civil se ha llevado a cabo en otros frentes para garanti-
zar el pleno goce de los derechos humanos de todos los ciudada-
nos y ciudadanas en Japón. Tal es el caso de la discriminación
racial y el reconocimiento de los derechos de los pueblos indíge-
nas. Quizá uno de los ejemplos más contundentes es la
promulgación en 1997 de la Ley para el fomento de la cultura ainu
y la difusión del conocimiento de las tradiciones ainu. Esta ley es el
resultado de décadas de negociación de los activistas ainu para
derogar la Ley de protección de los antiguos aborígenes de Hokkaido
de 1899, que limitaba la tenencia de la tierra a cinco hectáreas
por familia y que establecía varias medidas de asistencia social
dirigidas principalmente hacia la asimilación dentro de la socie-
dad japonesa. Éstas incluían un sistema educativo deficiente
orientado a inculcar ideas de lealtad al tennoo (en este caso, el
emperador Meiji) y a adoptar las costumbres japonesas en susti-
tución de las costumbres ancestrales, consideradas como “bár-
baras”.

La lucha por la derogación de esta ley comenzó en la década
de los años treinta; sin embargo, el impulso más poderoso se dio
en 1984 cuando la Asociación Utari de Hokkaido (actualmente
denominada Asociación Ainu de Hokkaido) comenzó a promover
entre las autoridades una propuesta de texto para una nueva ley
en la que se reconociera que el pueblo ainu era indígena de Ja-
pón y que —por ende— tenía derecho no sólo a conservar su cul-
tura, sino también a gozar de los beneficios del usufructo de su
territorio.

La Ley para la promoción de la cultura ainu representa un
evento sumamente relevante en la historia de lucha del pueblo
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ainu en dos sentidos: por una parte, contribuyó a incrementar la
conciencia sobre la diversidad cultural en Japón y marcó el final
de una época en que se consideraba que el pueblo ainu estaba
extinto y que sólo formaba parte de un pasado lejano en la histo-
ria del norte del archipiélago japonés. Por otro lado, sin embargo,
significó también un duro revés para la lucha por el reconoci-
miento de sus derechos como pueblo indígena: la nueva ley no
consideró los puntos principales de la propuesta hecha por la Aso-
ciación de Ainu de Hokkaido en 1984, que planteaba como prin-
cipios sustanciales de la nueva ley la participación política, la
autodeterminación y la eliminación de la discriminación racial.
Prácticamente el único punto que se recuperó fue la necesidad
de promover la participación de miembros del pueblo ainu en las
iniciativas de investigación, y desde luego, en la promoción de la
cultura ainu; no obstante, la cultura no se define dentro del cuerpo
de la ley como un modo de vida o como una forma de organización
social, sino que define a la cultura como: “… la lengua ainu, la
música heredada, bailes, artesanías y otros productos culturales
que sean resultado de lo anterior.” En otras palabras, la cultura
ainu se refiere a todas las expresiones culturales que no ponen
en riesgo el statu quo de la sociedad japonesa.

El gobierno de Japón defendió ante los organismos interna-
cionales su decisión de no reconocer al pueblo ainu como indíge-
na de Japón: en su cuarto reporte (1997) al alto comisionado de
los derechos humanos, Japón expresó que aunque el pueblo ainu
ha habitado Hokkaido antes que los japoneses, este territorio es
“inherentemente” japonés (koyuu ryodoo). Así, la ley reconoce la
“naturaleza” indígena del pueblo ainu, pero no sus derechos como
pueblo indígena.12

El pueblo ainu no ha sido el único en poner énfasis en la
discriminación racial como uno de los grandes problemas por re-
solver en la sociedad japonesa, quizá mediante medidas legisla-
tivas que criminalicen estos actos: el grupo buraku, por ejemplo,
continúa una lucha que comenzó a principios de la época de la
“Renovación Meiji” a favor de un trato equitativo como miembros
de la sociedad japonesa. Durante la época Edo este grupo vivía en
comunidades aisladas, principalmente debido a que eran comu-
nidades dedicadas al manejo de cadáveres —ocupación conside-
rada como “impura” dentro de los cánones budistas que domina-
ban el pensamiento religioso durante ese periodo. Al iniciarse la
“Renovación Meiji” se eliminó la política de segregación de co-
munidades buraku; sin embargo, la fuerte inercia de segrega-
ción social no se terminó por decreto; para contrarrestar la si-

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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tuación de desventaja social en que se encontraba el grupo, en
1922 se formó la Liga de Liberación Buraku, que pronto se vio
estigmatizada y perseguida por sus ideas afines con la izquierda.
A pesar de ello, el grupo continuó con sus actividades y hoy en día
no cesa de pugnar por la eliminación de actos discriminatorios
que van desde la violencia verbal hasta la física y la emocional.
Esta violencia se expresa mediante mensajes y amenazas de
muerte pintadas en las paredes aledañas a los lugares en que se
concentran estas personas, y más recientemente, a través de
internet. Asimismo, han sido numerosos los casos de denuncia
de las actividades de agencias de detectives que trabajan para
empresas y particulares que quieren cerciorarse de que un em-
pleado o alguna persona que pretende convertirse en familiar
político no tenga algún antecedente buraku.13

Pese a la insistente labor de denuncia y promoción de medi-
das gubernamentales que prohíban este tipo de violencia, aún
queda pendiente la promulgación de una ley que específicamente
establezca acciones penales contra quienes profieran ideas de
odio contra los buraku. Sin embargo, su labor ha sido decisiva
para que el gobierno adopte medidas concretas para la educación
en derechos humanos (de la que se hablará más tarde).

La minoría coreana, por su parte, sigue haciendo esfuerzos
para que se le reconozca total acceso a sus derechos civiles como
ciudadanos japoneses. La problemática que enfrenta este grupo
social pone de manifiesto la rigidez de las fronteras de “lo japo-
nés” puesto que, de hecho, en la mayoría de los casos se trata de
personas que nacieron en territorio japonés y que son descen-
dientes de familias que han vivido en Japón durante varias ge-
neraciones. Al igual que ocurrió con otros territorios ocupados
por Japón, la ocupación de Corea (1910-1945) se vio caracteriza-
da por una enérgica política de asimilación que forzaba a los ciu-
dadanos coreanos a adoptar la lengua, la cultura, la religión e
incluso nombres japoneses y una ideología de lealtad incondicio-
nal al tennoo. Esta política estaba orientada por un espíritu de
“misión civilizadora” que pretendía poner fin a las “costumbres
bárbaras” de los pueblos dominados, y se reprodujo en práctica-
mente todos los ambientes coloniales de la época. Durante ese
periodo un gran número de coreanos migraron a Japón, princi-
palmente a partir de 1922, momento en que se abolieron las res-
tricciones de entrada de inmigrantes coreanos a las islas princi-
pales de Japón. La oleada migratoria se incrementó durante la
Segunda guerra mundial cuando una gran cantidad de ciudadanos
coreanos se trasladaron a Japón —a veces de manera forzada—
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para trabajar en las industrias de guerra. Se estima que en 1944
había en Japón 2.4 millones de coreanos, entre los cuales alre-
dedor de 1.5 millones habían sido reclutados de manera forzada
para trabajar en las industrias japonesas, mientras los hombres
japoneses partían al frente de batalla.14

Actualmente casi la mitad de las personas consideradas como
extranjeras en Japón son de origen coreano; sin embargo, mu-
chos de ellos son descendientes de familias que han vivido en
territorio japonés durante dos o tres generaciones, puesto que
muchas personas de origen coreano nunca fueron repatriadas, y
sus descendientes no disfrutan de los mismos derechos civiles
que gozan otros japoneses, incluyendo la posibilidad de servir en
un puesto público. Esto se debe a que son considerados como ex-
tranjeros en el marco de la llamada Ley especial sobre el control de
migración sobre aquellas personas que han perdido su nacionalidad
japonesa y otros, sobre la base del tratado de paz con Japón”, que
entr— en vigor en 1991. En su reporte a la Organización de las
Naciones Unidas el gobierno de Japón afirmó que los japoneses
de origen coreano reciben el mismo tratamiento que los extran-
jeros, aunque están sujetos a normas especiales que regulan de
manera específica su proceso de tránsito por las fronteras, así
como su derecho a recibir una educación en una escuela sud o
norcoreana.15 No obstante, no se garantiza que las personas que
estudian en estas escuelas tendrán acceso a alguna universidad
japonesa debido a que el nivel de educación no se considera a la
altura del que se imparte en las escuelas japonesas.

Por otra parte, son frecuentes los reportes sobre actitudes
prejuiciosas en torno a su supuesta “inferioridad étnica”,
magnificados por estereotipos denigrantes acerca de su pereza, o
bien, de sus nexos con actividades de izquierda o el mercado ne-
gro en la época inicial de la posguerra; pero sobre todo, su deter-
minación para defender sus derechos los colocan en una posi-
ción aparentemente poco favorable en la imaginación popular.

Aunque Lie afirma que esta situación ha mejorado enorme-
mente en los últimos años y que una buena cantidad de coreanos
que buscaron refugio en el autoempleo ahora son exitosos em-
presarios,16 la Organización de las Naciones Unidas realizó una
recomendación oficial a Japón en 2001 para que resolviera cuanto
antes la falta de acceso a los derechos civiles a los que debería
tener acceso una persona nacida en Japón de origen coreano.
Sin embargo, el gobierno de Japón insistió en su posición y ase-
guró que las personas de origen coreano gozan de los mismos
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derechos que otros extranjeros que residen permanentemente
en Japón, como se estipula en la Constitución.17 Otro grupo que
también enfrenta cotidianamente situaciones de discriminación
y de falta de acceso a los mismos derechos civiles que los ciuda-
danos japoneses, son los trabajadores que han migrado a Japón
en busca de mejores oportunidades de desarrollo personal y pro-
fesional. Sobre este punto es importante señalar que Japón no
ha firmado la “Convención internacional sobre la protección de
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus fami-
liares” adoptada por las Naciones Unidas en 1990.18 Esta conven-
ción establece la necesidad de respetar los derechos humanos de
los inmigrantes tanto legales como indocumentados, y a otorgar
las mismas prestaciones garantizadas para los trabajadores na-
cionales: seguridad social, horarios de trabajo adecuados, etcéte-
ra.

En el terreno de la xenofobia algunos residentes permanen-
tes y personas que han adquirido la nacionalidad japonesa a tra-
vés del matrimonio mencionan constantes incidentes de discri-
minación; uno de los incidentes más comúnmente citados se
refiere a la prohibición de entrar a lugares públicos a personas
que no sean étnicamente japoneses. Los letreros con leyendas
en japonés así como en otros idiomas, indican que el lugar es
sólo para japoneses; se encuentran en la entrada de bares, baños
termales, pachinkos y otros establecimientos, lo que ha provoca-
do protestas de turistas y extranjeros (despectivamente denomi-
nados como gaijin) que viven en Japón e incluso de sus hijos si
éstos tienen características mestizas (despectivamente llama-
dos harufu).19 Arudou Debito, uno de los residentes extranjeros
más activos en la denuncia de este tipo de violaciones a los dere-
chos humanos, está por llevar ante el seno de la Organización de
las Naciones Unidas el caso del balneario de Otaru, en Hokkaido,
puesto que tanto la corte local y nacional han fallado en contra de
su demanda de retirar la prohibición de acceso a personas no
japonesas.20

Arudou también ha documentado incidentes donde la policía
detiene a personas sin motivo, solamente por parecer extranjera
(principalmente a personas que tienen características físicas
consideradas como propias de personas de origen chino o coreano).
Asimismo, documentó el caso del Departamento de Policía de
Nakano-ku en Tokio que en 2002 colocó letreros advirtiendo a la
gente que los extranjeros pueden ser peligrosos y que hay que
tener cuidado con las carteras, si uno de ellos se acerca. Afortu-
nadamente la acción colectiva de la comunidad, los medios de
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información y los grupos de derechos humanos, logró que esta
campaña en particular se detuviera en sólo 24 horas,21 pero los
avisos que impiden la entrada a extranjeros, siguen siendo tris-
temente célebres en los relatos de muchos viajeros que han visi-
tado Japón, así como los incidentes en que abierta o veladamen-
te se restringe el acceso de las personas de origen extranjero al
mercado de trabajo o a la educación.

Personas con discapacidad 
22

En diciembre de 2006 se aprobó en el seno de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas el texto definitivo de la “Convención
de derechos de las personas con discapacidad”. Este documento
es el resultado de una iniciativa mexicana lanzada en el año
2001 que fue acogida con gran receptividad por la comunidad in-
ternacional, lo cual se tradujo en la posibilidad de contar con un
instrumento que obligue a los países signatarios a crear y poner
en marcha medidas que garanticen el pleno acceso a los dere-
chos ciudadanos de las personas con discapacidad en los campos
de la salud, el transporte público, el empleo, la capacidad jurídica,
acceso a la información y a la vida independiente, entre otros
temas.23

En sólo 15 días el tratado fue ratificado por 86 países,24 entre
los que desafortunadamente no figura Japón. Esta decisión no
resulta sorpresiva si se toma en cuenta que el gobierno japonés
tiene una trayectoria de firmas postergadas de convenios y tra-
tados que otros países han firmado de manera inmediata. No obs-
tante, Japón fue ciertamente uno de los promotores más entu-
siastas de esta iniciativa y su presencia y apoyo han aportado
mucho al movimiento internacional de personas con discapacidad.

En el ámbito internacional Japón se ha caracterizado por
una participación sumamente activa de la sociedad civil organi-
zada y del gobierno en las reuniones de la Comisión Social y Eco-
nómica para Asia-Pacífico de la ONU. Su postura ha sido la de
promover una cultura de derechos humanos y no de beneficen-
cia o caridad (como se mencionó anteriormente), a través de la
promoción de un plan de acción que orientara los esfuerzos de la
“Segunda década Asia-Pacífico para las personas con
discapacidad”. El objetivo ha sido poner fin a actitudes
paternalistas que atentan contra la dignidad de las personas con
discapacidad y las colocan en una posición vulnerable frente a la
disponibilidad de recursos para apoyar necesidades tan básicas
como la vivienda, el control de sus cuentas bancarias o el ele-
mental derecho ciudadano al voto.

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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Aunque en Japón se han promulgado leyes para impulsar el
bienestar de las personas con discapacidad desde principios de la
época de la posguerra,25 a partir de la década de los noventa mu-
chas de estas leyes se han enmendado para aplicar los principios
de derechos humanos en la legislación existente. Estas leyes son
particularmente relevantes para una sociedad en la que hay cada
vez más personas mayores, que probablemente vivirán con algu-
na discapacidad durante los últimos años de su vida.

Una de las enmiendas más importantes se produjo en 1993
cuando el gobierno japonés introdujo en la Ley fundamental para
personas con discapacidad de 1970, provisiones relativas al res-
peto de la dignidad de las personas con discapacidad como princi-
pio de acción básico, así como la importancia de proporcionar las
mismas oportunidades de participación social como miembros de
la comunidad (artículo 3). Asimismo, se establecen los deberes
del Estado y de los cuerpos de gobierno locales y nacionales para
la promoción del bienestar de las personas con discapacidad y de
medidas para prevenir la aparición de discapacidades. Uno de los
artículos más importantes es el número 6, que establece que las
personas con discapacidad deberán esforzarse por alcanzar la in-
dependencia para participar plenamente en las actividades so-
ciales y económicas y para desarrollar al máximo sus habilida-
des. Esta meta deberá alcanzarse con el apoyo de las familias y de
la sociedad. Además, la ley propone la estimulación de una con-
ciencia solidaria en la sociedad mediante la celebración de “un
día de las personas con discapacidad”. Otras medidas incluyen
acciones en los ámbitos de la salud, la educación, el empleo, la
pensión, la vivienda, instalaciones públicas, información y parti-
cipación en actividades culturales y deportivas, entre otros te-
mas.26 También en 1993 se dio un paso fundamental para garan-
tizar la inclusión de las personas con discapacidades sensoriales
mediante la promulgación de la Ley para la promoción de empre-
sas que faciliten el uso de comunicación y servicios de transmisión
de mensajes para las personas con discapacidad física. Esta ley
subvenciona a las empresas de telecomunicaciones o que produ-
cen y transmiten mensajes a través de los medios masivos para
que vuelvan accesibles sus emisiones mediante subtítulos —para
las personas sordas o bien, con explicaciones sobre las imáge-
nes— para las personas con discapacidad visual.

En 1994 también se dio un importante impulso a la inclu-
sión social de las personas con discapacidad a través de la Ley
para la accesibilidad y utilizabilidad de los inmuebles para perso-
nas adultas mayores y personas con discapacidad. Esta ley no sólo
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alienta y da recomendaciones para volver físicamente accesi-
bles los espacios públicos para todas las personas, sino que inclu-
so dota a las autoridades de la capacidad de cerrar un estableci-
miento que se rehúse a adoptar las medidas recomendadas para
garantizar el libre acceso de todas las personas.

A pesar de todas estas medidas, aún queda mucho por hacer
en materia de transporte público,27 pero el enfoque vanguardista
de evitar la normalización de las personas con discapacidad en
favor de la construcción de ambientes físicos y sociales que ga-
ranticen el acceso a todas las personas representa uno de los
paradigmas de acción más importantes para dejar de exigir que
sea la persona quien se vea obligada a realizar enormes esfuer-
zos para participar en la vida social y productiva.

Por otra parte, un reto significativo para las personas con
discapacidad es vencer los prejuicios que aún existen en la so-
ciedad hacia la interacción y la inclusión en términos de igual-
dad de oportunidades. A través de entrevistas personales con va-
rias personas con discapacidad en Japón fue posible documentar
la experiencia de muchas personas que temen salir de sus casas
por miedo a las miradas curiosas; aunque este es un fenómeno
que le puede pasar a cualquier persona en el mundo, el contacto
con el movimiento de personas con discapacidad en Estados Uni-
dos —que pone el énfasis en el orgullo de ser una persona con
discapacidad— ha logrado permear ciertas organizaciones no
gubernamentales que generosamente comparten esta experien-
cia a través de grupos de autoayuda y estimulan a las personas
tímidas a vencer su temor de convivir con personas sin
discapacidad y a llevar una vida independiente. La propuesta de
notables activistas como Shoji y Yukiko Nakanishi han estimu-
lado políticas que consideren como paradigma de acción las ne-
cesidades de personas con discapacidades severas, de manera
que sea posible crear espacios inspirados por los estándares del
diseño universal; es decir, un diseño espacial que sea útil para
todas las personas sin distinción de sus habilidades.28

Durante este proceso, la presencia del senador Eita Yashiro
—que utiliza una silla de ruedas debido a un accidente— ha sido
fundamental para promover cambios legislativos orientados al
mejoramiento de la calidad de vida de las personas con
discapacidad. Desde que comenzó su carrera como activista en
1974 (sólo un año después de su accidente) ha fungido como miem-
bro fundador y presidente de la región de Asia de una de las orga-
nizaciones de personas con discapacidad más importantes del

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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mundo: Disabled Peoples International (DPI), que tiene carácter
consultivo en la Organización de Naciones Unidas. En 1977 fue
electo miembro de la Cámara Alta de la Dieta con el slogan “Las
sillas de ruedas a la Dieta”. Desde entonces ha sido reelegido en
1983, 1988, 1996 y 2000; durante todos estos periodos Eita Yashiro
ha impulsado prácticamente todos los cambios legislativos im-
portantes sin perder sus nexos con las ideas generadas en las
organizaciones de base. Esto ha conducido a políticas realmente
progresistas en materia de inclusión de personas con
discapacidad, sobre todo en lo que se refiere a la posibilidad de
tomar decisiones sobre los servicios que cada persona necesita
(2001) y a promover nuevas reformas en la Ley fundamental para
personas con discapacidad para garantizar que los ideales de vida
independiente se conviertan en un derecho que no es necesario
llevar ante la corte para tener acceso a él; estas nuevas refor-
mas fueron propuestas en 2004.

Educación en derechos humanos

En el año 2000 el gobierno de Japón promulgó la Ley para la
educación y la promoción de la conciencia sobre derechos humanos,
esta ley es en parte el resultado de la urgencia de crear meca-
nismos para impulsar avances acordes con los compromisos ad-
quiridos en las diferentes convenciones firmadas por Japón: es
además, el resultado de una importante labor de la “Liga de libe-
ración Buraku” que está convencida de que la educación es la
herramienta más eficaz para poner fin a los incidentes de discri-
minación y violencia de los que frecuentemente son víctimas.

Esta ley representa un punto crucial en la lucha de la mino-
ría Buraku que, como expresó Japón en su reporte a la “Comi-
sión para la eliminación de todas las formas de discriminación
racial”, no pueden considerarse como un grupo discriminado den-
tro del marco de la convención, puesto que no son “racialmente”
diferentes de la mayoría japonesa, al igual que los okinawenses.29

Como ha sucedido con otros grupos, las políticas relacionadas con
el asunto “Dowa” —como se conoce a los temas relativos a la
minoría buraku— han estado orientadas hacia la creación de
medidas de bienestar social, pero no han considerado medidas
concretas para la eliminación de la discriminación hacia este
grupo. Así, la idea de “derechos humanos” como punto de con-
fluencia para la lucha refuerza alianzas con otros grupos socia-
les excluidos para ganar impulso en un ambiente político en el
que simplemente se minimiza la violencia de la exclusión que
viven estas personas.
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Jennifer Chan-Tiberghien resume de la siguiente manera
los objetivos de la política de educación en derechos humanos:

Aproximaciones

tradicionales

Estudios de mujeres

Protección

Bienestar

Normalización

Educación para la liberación

Promoción cultural

“Discriminación razonable”

Bienestar

Rehabilitación30

Categoría

1. Mujeres

2. Infancia

3. Adultos mayores

4. Personas con discapacidad

5. Buraku

6. Ainu

7. Extranjeros

8. Pacientes con SIDA

9. Prisioneros liberados

Nuevo

concepto

Educación en

derechos

humanos

Así, la educación en derechos humanos se convierte en un
concepto que agrupa los esfuerzos de inclusión social, de manera
que se clarifique que los reclamos de cada uno de estos grupos no
son “privilegios” o tratamientos especiales, sino una labor de cons-
trucción de una sociedad gobernada por los ideales de igualdad de
oportunidades para todos los miembros de la comunidad.

Por otra parte, aunque este paradigma es importante para
insistir en el hecho de que los derechos de las minorías son un
tema de derechos humanos, es fundamental que las particulari-
dades de cada grupo no se diluyan; es preciso no perder de vista
que las formas de discriminación que experimenta cada grupo
son diferentes y que, como se señaló previamente, una persona
puede vivir simultáneamente inmersa en varios espacios de ex-
clusión. El reto, en este caso, será identificar un mecanismo de
identificación de las diferencias en las formas en que cada grupo
vive la discriminación y promover acciones concretas para po-
nerle fin, sin perder de vista, que el objetivo amplio es el respeto
a la dignidad, a la participación social y al acceso irrestricto al
ejercicio de la ciudadanía como condiciones indispensables para
crear una sociedad convencida de que no es posible crecer como
nación si los derechos humanos se consideran un tema margi-
nal o meramente cosmético en la agenda de desarrollo político,
económico y social.

Derechos humanos en Japón: avances y retos
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Consideraciones finales

El tema de derechos humanos es uno de los pilares sobre los
que descansa el proyecto democrático establecido en la Constitu-
ción de 1946, junto con el pacifismo y la soberanía popular; sin
embargo, Japón es uno de los pocos países —que industrializados—
que no cuenta con legislación que específicamente considere a
la discriminación como un delito. Las leyes y políticas arriba des-
critas no incluyen mecanismos que garanticen que los infractores
serán castigados, ni que las víctimas recibirán una compensa-
ción. Esta laxitud en las normas constituye un grave problema
para que en la práctica cotidiana el acceso a los derechos huma-
nos sea una realidad. El reto de la nueva sociedad será pugnar
porque las leyes no sean sólo un cúmulo de buenos deseos y de
ideales de respeto e igualdad, sino instrumentos reales de defen-
sa y promoción de los derechos humanos en Japón.
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